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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Gustavo Borsari Brenna. 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Diego Cánepa, Luis Alberto Lacalle Pou, Jorge 
Orrico, Edgardo Ortuño, Nelson Rodríguez Servetto, Javier Salsamendi y Daisy Tourné. 


SEÑOR PRESIDENTE (Borsari Brenna).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Como primer asunto vamos a considerar el relativo a los recursos. Hay dos recursos de Maldonado, uno de 
Flores y otro de Canelones cuyo plazo ha vencido y, por lo tanto, hay que archivarlos y dar cuenta a la 
Cámara. 


Se va a votar. 
(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el proyecto de ley relativo a la reglamentación de los Artículos 24 y 25 de la Constitución de la 
República. 


SEÑOR ORTUÑO.- No voy a extenderme en la fundamentación general del proyecto, pues ya lo hemos 
venimos haciendo en las distintas sesiones. Simplemente quiero reafirmar que nos parece que es una 
iniciativa necesaria en el sentido de que exige responsabilidad a los funcionarios que tengan culpa 
grave o hayan cometido dolo en acciones que perjudican las arcas públicas, que en última instancia son 
los dineros de todos. Además, ayuda al control y al fortalecimiento de la defensoría del Estado para los 


casos en los que éste enfrente juicios y, a su vez -fundamentalmente pensando en el futuro-, da una 
señal a los funcionarios en cuanto al impulso de una ética en la función pública, que apunta a una 
mayor responsabilidad y que, sin duda, ampara a los buenos funcionarios, así como también establece 
responsabilidades y penas contundentes -como debe ser- para quienes no cumplen con su función, ya 
sean trabajadores o jerarcas. Este aspecto ha sido discutido en Comisión y lo hemos incorporado en la 
última versión del texto del proyecto. Lo que tratamos hoy es partir del último intercambio en el que 
hubo consideraciones muy valiosas, tanto políticas como jurídicas, en particular por parte del señor 
Diputado Orrico. Se planteó que no debían dejarse de lado las situaciones o hipótesis de transacción 
entre el Estado y los particulares y que eso también debía tener un seguimiento y ser incorporado. 


En ese sentido, proponemos agregar un nuevo artículo que establezca: "La disposición contenida en el 
artículo 1” de la presente ley será aplicable en los casos en que las partes arriben a un acuerdo transaccional 
en el curso del proceso jurisdiccional instaurado, así como en las hipótesis de que el damnificado y el Estado 
transen extrajudicialmente". 


Finalmente, en el artículo 4”, por una cuestión de concordancia elemental y coherencia legislativa, después 
de: "Toda sentencia de condena ejecutoriada que fuera dictada en el marco de la responsabilidad civil prevista 
en el artículo 24 de la Constitución", se agrega: "así como toda transacción judicial o extrajudicial, deberá ser 
comunicada (...)", y el resto del texto sigue igual. 

Con este agregado corregimos una omisión que fue bien señalada, que enriquece el proyecto y que nos pone 
en condiciones de votarlo, conforme a los acuerdos de la sesión pasada, en la que el Partido Nacional solicitó 
una semana más de plazo con el compromiso de pronunciarse en el día de hoy. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 1”. 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Estamos votando el proyecto de ley presentado por el señor Diputado 
Ortuño? 


(Diálogos) 


———Dejo constancia de que estoy de acuerdo con el artículo del proyecto original. Ahí tenemos una pequeña 
diferencia. 


(Diálogos) 


Hay una diferencia sustancial en quién acusa y quién no acusa, en quién está atrás y quién no está atrás. 
El Gobierno apuesta fuertemente a una nueva Dirección en el Ministerio de Educación y Cultura, que se 
encargue de este tipo de cosas. A nosotros no nos parece mal, pero creemos que la solución jurídica para la 
eventual acusación o envío -no sé cuál es la palabra utilizada- que propone el nuevo proyecto de ley 
presentado por el señor Diputado Ortuño, no es la correcta. 


SEÑOR ORTUÑO.- Quisiera hacer una puntualización muy breve porque ya hemos fundamentado 
este artículo varias veces. Recordamos en Comisión que el artículo original al que hace referencia el 
señor Diputado Lacalle Pou tenía objeciones de inconstitucionalidad y problemas formales en la 
medida en que colocaba en la órbita del Ministerio Público y Fiscal la promoción de las acciones de 
repetición, siendo que el artículo 25 de la Constitución es claro al establecer que eso corresponde al 
mismo órgano afectado por el juicio de responsabilidad civil, en atención a lo dispuesto en el 
artículo 24. Esa era una de las circunstancias que estuvimos estudiando. 


Al mismo tiempo -como bien lo manifiesta el señor Diputado Lacalle Pou- nuestro Gobierno, que está 
preocupado por atender estos temas, ha creado una Dirección en la órbita del Ministerio de Educación y 
Cultura que entre sus competencias tiene la de atender estos temas. Entonces, hicimos esta formulación que 
va en la línea de lo que establece la Constitución. Como dice la Carta, da al organismo la potestad -esto es 
una facultad- de repetir, pero establece los controles y los estímulos legales para que efectivamente sea así. 


Le impone, en caso de no repetir, que debe informar las causas; le impone la necesidad de informar a otro 
ámbito externo, que es lo que nos da el control que buscábamos, y, finalmente, ordena el tema en forma más 
integral, en el ordenamiento jurídico e institucional de nuestro Estado, según los marcos que da la 
Constitución. 


Manifesté que en un futuro, cuando se revea la Carta, no tendría problema en modificar, pero hoy por hoy lo 
que estamos tratando es que se aplique el artículo 25. No podemos por ley cambiar los extremos que se 
establecen, aunque estuviéramos de acuerdo -como lo estamos- en alguna de las cosas que manifiesta el señor 
Diputado Lacalle Pou. Me parece que es una buena solución la que se ha encontrado, que consagra el avance 
en la aplicación de la responsabilidad patrimonial de los funcionarios cuando el Estado enfrenta la 
responsabilidad civil en juicio, y genera un mecanismo que va a operar, sin duda, en beneficio de una función 
pública más responsable. En ese sentido, proponemos votar este artículo 1% como aparece en la redacción 
propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Debemos votar, en primer lugar, el proyecto de ley original. 


Se pasa a votar el artículo 1”. 
(Se vota) 


Tres en siete: NEGATIVO. 


En discusión el sustitutivo del artículo 1%, presentado por el señor Diputado Ortuño. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


———Cuatro en siete: AFIRMATIVA. 


SEÑOR ORTUÑO.- Nosotros vamos a proponer que este método que usted acaba de plantear, en la 
medida en que ya se votó de esta forma, que no se siga aplicando para el resto del proyecto. Sugiero 
que se tome toda la nueva redacción de la formulación que presentamos, porque forma parte de un 
todo integral. Si siguiéramos el camino de considerar todo el proyecto original estaríamos en una 
discusión muy desordenada, porque ha cambiado mucho el proyecto y porque la norma madre está 
establecida en el artículo 1”. Una vez optado por uno de los caminos, a partir de la votación que se 
acaba de realizar, lo que corresponde es continuar considerando los artículos correlativos en esa misma 
formulación. 


Por lo tanto, estamos proponiendo que el resto del proyecto de ley de la iniciativa que presentáramos 
oportunamente -los artículos 2” al 7”- sea lo que pasemos a considerar ahora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión la propuesta del señor Diputado Ortuño. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Asiste razón a las dos partes: hay derecho a votar un proyecto de ley que está en consideración y ustedes 
también tienen derecho a pedir una votación contraria. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en su conjunto el proyecto de ley que se está tratando, contenido 
en la Carpeta N* 4013/04. 


(Se vota) 


Tres en siete: NEGATIVA. 


Ahora sí, estamos habilitados para considerar los artículos sustitutivos. 


En discusión el artículo 2”, sacando la expresión "de la presente ley". 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 3". 


SEÑOR LACALLE POU.- Me gustaría que el señor Diputado Ortuño hiciera un análisis o explicación 
al respecto. 


SEÑOR ORTUÑO.- Vamos a reiterar la explicación realizada sobre el proyecto global, porque es aquí, 
en el artículo 3”, donde radica gran parte del mecanismo que estamos impulsando y que da cuenta de 
la incorporación que tenemos en el marco institucional, que es la creación de la Dirección de Asuntos 
Constitucionales y Registrales en el Ministerio de Educación y Cultura. 


En el artículo 3* lo que se establece es que "Las resoluciones a que refiere el artículo 1%, así como las 
sentencias respectivas" -inclusive en caso de transacciones, como acabamos de votar- "(...) serán 
comunicadas por los organismos correspondientes" -que son los que tienen que repetir en caso de haber 
responsabilidad de los funcionarios,; recordemos lo que dice la Constitución- "dentro del plazo que la 
reglamentación determine, a la Dirección de Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales del Ministerio 
de Educación y Cultura", de acuerdo con los cometidos establecidos "por el artículo 230 de la Ley 17.930, a 
efectos de su incorporación en el Registro especial llevado en su órbita”. 


El señor Presidente se acordará que otra de las novedades del proyecto original -que de alguna manera nos 
hacía afirmar que redundaría en una mejora de los servicios de defensoría del Estado- era que creaba un 
Registro en el que se llevará el control de los juicios y de la suerte que corran. En este caso, entonces, se 
mantiene esa idea original, pero se radica en esta nueva Dirección. Para que exista registro debe existir 
comunicación de los organismos. Eso es lo que se establece en el artículo 3*. 


En el segundo inciso de este artículo 3” se establece algo más, que da garantías en la línea de lo que se 
solicitaba. Dice: "La referida Dirección se encuentra habilitada asimismo para solicitar a los organismos 
respectivos, en la forma y plazo que determine la reglamentación (...)cualquier información adicional sobre la 
resolución administrativa comunicada, a fin de que se expida con carácter consultivo sobre la procedencia de 
la acción de repetición. 


En buen romance, además de la potestad del organismo de repetir o llamar a responsabilidad a sus 
funcionarios por una acción que pueda haber dañado al Estado, establece un organismo de alzada fuera del 
mismo -que era la preocupación que se planteaba en el proyecto anterior- que podrá pedir más información 
para que fundamente por qué no inició repetición sobre estos funcionarios y determine cuál es la 
investigación que avala esto. Le puede pedir más antecedentes -de alguna manera, eso opera sin duda como 
un mecanismo que promueve la acción de repetición- y en caso de que no esté de acuerdo y que diga que el 
organismo falló en forma equivocada -quizá porque pudiera estar comprometido, que era una de las hipótesis 
que planteaba, en el caso de los jerarcas, el señor Diputado Lacalle Pou en sesiones anteriores-, la Dirección 
puede informar y elevar opinión con carácter consultivo, distinta, sobre la procedencia de la acción de 
repetición. 


Aquí todos somos actores políticos y sabemos que una situación de esta naturaleza generaría el contexto para 
que se cumpliera el llamado a responsabilidad de algún funcionario, si correspondiera y si su organismo de 
origen no lo hubiera hecho. Es la fórmula que encontramos para dar las garantías necesarias al Estado, a los 
ciudadanos y a los funcionarios, pero colocando la posibilidad de accionar o de promover esta acción de 
responsabilidad patrimonial en un ámbito externo al organismo involucrado directamente en el problema a 
estudio. Esa es la explicación, y por eso decimos que este artículo forma parte de la esencia de la nueva 
propuesta. 


SEÑOR ORRICO.- El asunto es que en el Estado uruguayo se suceden demandas en su contra. 
Cuando se intenta determinar cuál es la entidad y cuáles son los montos de lo demandado, se ve que es 
muy difícil llegar a la información; parece mentira, pero es así. Me consta que el Subsecretario de 
Educación y Cultura, señor Felipe Michelini, salió a averiguar por cuánto estaba siendo demandado el 
Estado, incluso a efectos de previsiones presupuestales elementales, y todavía no llegó a una conclusión 
definitiva. 


(Interrupción del señor Representante Lacalle Pou) 
———Mucha gente colaboró, pero también en algunos lugares hay una especie de culto del secreto. 


Esta Dirección se crea, precisamente, con la idea de empezar a centralizar todo esto y de que alguien sea 
responsable. El problema es que cuando el Estado es el Estado y nada más que el Estado, se diluyen las 
responsabilidades. Entonces, tiene que haber un organismo centralizador que sea capaz de informar cuáles 
son las demandas contra el Estado. Como consecuencia, cuando el Estado sea condenado, es elemental que 
esta Dirección sepa qué funcionario intervino y por qué el organismo afectado tomó determinada resolución, 
por ejemplo, de no repetir contra el funcionario responsable. Es un mecanismo de control que parece 
adecuado. No es un control estrictamente político. Queridos colegas: político es todo control que se haga en 
el Estado porque, en definitiva, todo es político. Pero no es un control estrictamente político. 


Entonces, se informa sobre las resoluciones y también sobre las sentencias, porque es bueno que haya un 
organismo técnico que contemple, por ejemplo, si el Estado estuvo bien defendido y si se ha actuado 
correctamente. Además, se le autoriza -me parece que es un atributo elemental que debe tener un organismo 
de esta naturaleza- a decir "lo que me mandaron no es suficiente; manden más". Creo que esa es la 
explicación de un artículo como este, que genera un espacio técnico-político -si se lo quiere llamar así- que 
eche su mirada sobre todo esto y centralice la información. De lo contrario, seguimos en el caos de que cada 
cual hace un poco lo que quiere. Además, cuando el Estado va a planificar sus gastos y sus ingresos, 
desconoce los montos de algo muy trascendente como son los juicios en su contra y los que él hace, lo que 
desde el punto de vista presupuestal es una desprolijidad. 


SEÑOR LACALLE POU.- El artículo 3” del proyecto sustitutivo hace referencia al artículo 230 de la 
Ley_N” 17.930, donde se crea esta Dirección. A través de un término bastante curioso, que me gustaría 
que se me explicara, se establece la competencia de la Dirección de Asuntos Constitucionales, Legales y 
Registrales. Me refiero al término "articulación"; no sé cuál es el alcance o la definición del término. 


Me parece bien la información que quiere recabar esta Dirección, pero en el segundo inciso del artículo 3* se 
establece: "La referida Dirección se encuentra habilitada" -es la palabra que se utiliza- "asimismo para 
solicitar a los organismos respectivos, en la forma y los plazos que determine la reglamentación dictada por 
el Poder Ejecutivo, cualquier información adicional sobre la resolución administrativa comunicada, a fin de 
que se expida con carácter consultivo sobre la procedencia de la acción de repetición". Es decir que está 
habilitada a pedir información con fin consultivo. 


Pero este mismo proyecto de ley sustitutivo, que seguramente será aprobado, establece en el artículo 6”: "El 
incumplimiento u omisión de las obligaciones establecidas en esta Ley configurarán falta funcional grave, 
susceptible de ser sancionada de acuerdo al régimen disciplinario que corresponda". Al leer el segundo 
inciso del artículo 3” y el artículo 6% queda claro que no evacuar una consulta no sería una omisión por parte 
de una Dirección o de una persona pública estatal. No lo es porque este artículo no lo establece. Si fuera 
compulsivo, si fuera obligatorio, estaría claramente establecido, y en ningún momento lo dice. 


SEÑOR ORTUÑO.- El texto del artículo 3", a los efectos de lo que plantea el señor Diputado Lacalle 
Pou, es absoluta y contundentemente claro, porque establece la ley y, por lo tanto, pasa a ser exigible. 
Establece que las resoluciones "serán comunicadas". El término "serán" no es facultativo, sino 
preceptivo; es una orden que le dan al organismo. El primer inciso está claro. 


El segundo inciso establece: "La referida Dirección se encuentra habilitada asimismo para solicitar a los 
organismos respectivos, en la forma y los plazos que determine la reglamentación dictada por el Poder 


Ejecutivo, cualquier información adicional sobre la resolución administrativa comunicada, a fin de que se 
expida con carácter consultivo sobre la procedencia de la acción de repetición" 


Este inciso forma parte del cuerpo general de la norma que está estableciendo una relación directa, en la que 
los organismos deberán comunicar a esta Dirección, que está en proceso de consolidación en el Estado, la 
información necesaria. 


A modo de paréntesis digo que el señor Subsecretario de Educación y Cultura se reunió con todas las 
bancadas de este Parlamento para explicar el alcance, para mí muy importante, de la creación de esta 
Dirección que va a ir generando un ordenamiento en el Estado, no solo de la defensoría sino del trabajo en 
esta materia que hemos encontrado en una situación casi caótica. Tanto es así que requirió la creación de un 
área para ordenarlo. Hay ley y hay voluntad política de este Gobierno de que los organismos remitan las 
informaciones que pida esta Dirección. 


SEÑOR LACALLE POU.- Estoy tratando de dar una mano al proyecto. Según este inciso segundo, en 
el caso de que no se mande la información complementaria o adicional, no se puede aplicar el 
artículo 6”. Me imagino que si esta información es requerida es porque es de vital importancia. 


SEÑOR ORRICO.- ¿Por qué no se puede aplicar el artículo 6"? 
SEÑOR LACALLE POU.- Porque no establece una obligación de enviar la información adicional. 


Miren que estoy tratando de mejorar este artículo, no de complicarlo. De lo que se trata es de que se haga 
compulsivo el envío de información adicional. 


El señor Diputado Ortuño, fuera de versión taquigráfica, hizo una afirmación acerca de la reglamentación, y 
ahí sí que yo me pongo nervioso, porque no creo que sea la reglamentación la que deba establecer 
obligaciones. La ley establece las obligaciones. 


SEÑOR ORRICO.- Vamos a unir las cosas. En primer lugar, el organismo está obligado. El organismo 
como tal no tiene voluntad propia; las voluntades son solamente humanas, por lo tanto, alguien es el 
responsable de que el organismo no dé la información requerida. Y si no da la información requerida, 
eso es una falta grave; aun cuando no lo dijera esta ley, por lo menos, es una falta, porque cualquier 
funcionario público tiene el deber de hacer aquello que la ley le indica y si el artículo 3” está en 
imperativo, quien no lo cumpla, está incumpliendo una obligación legal. 


Ahora bien, para terminar de aclarar las cosas, el artículo 6” dice: "El incumplimiento u omisión de las 
obligaciones establecidas en esta Ley configurarán falta funcional grave, susceptible de ser sancionada de 
acuerdo al régimen disciplinario que corresponda". Quiere decir que si mañana es denunciado un funcionario 
porque no pasó la información que corresponde con respecto a esto, va a ser objeto de un sumario, de una 
investigación administrativa, porque ha incumplido una obligación legal. Además, tiene el agravante para él 
de que la propia ley establece que se considera falta grave; no es una falta leve, no la arreglan con una 
anotación en un legajo. 


Creo que la obligatoriedad surge del imperativo, del texto y del contexto de lo que estamos examinando. 


SEÑOR CÁNEPA.- Comparto las fundamentaciones hechas por los señores Diputados Orrico y 
Ortuño. Además, creo que está bien el planteo del señor Diputado Lacalle que advierte que puede 
haber una contradicción en el espíritu de la norma que vamos a votar y que se deja algún resquicio 
para que haya una oportunidad de no cumplir con la misma por parte de algún funcionario o alguna 
repartición del Estado. 


Con respecto al tema de la reglamentación -que lo dije al pasar, fuera de versión taquigráfica-, quiero aclarar 
que el segundo inciso refiere a la forma y a los plazos, y eso es materia reglamentaria. Precisamente, el texto 
legal lo deja claro. Esto es una discusión, y yo soy de los que cree que la forma de los procedimientos, 
inclusive los plazos en materia administrativa -excepto casos muy puntuales-, es materia reglamentaria y no 
legal. Por lo tanto, la Dirección va a solicitar la información y los organismos deben enviarla; los plazos y la 


forma en que deben enviarla es materia reglamentaria; estamos dando la potestad y diciendo que eso es 
materia reglamentaria. 


En lo que refiere a la información adicional que debe ser enviada, el término "serán", en mi humilde opinión, 
alcanza al segundo inciso, porque es el verbo imperativo que inicia el artículo 3%, que es visto como una 
unicidad; no es un artículo 3” separado del artículo 4*, es el segundo inciso. Y si hay obligación de enviar 
información y comunicar todo, la misma obligación es para la información adicional. En mi interpretación 
surge claramente del texto que el término "serán" hace obligatorio lo principal y lo accesorio; además está en 
el mismo texto. Entonces, también es imperativo que se envíe la información adicional a la Dirección. Este es 
el alcance que nosotros damos al artículo 3%, y creemos que es esta la voluntad del legislador. 


Si es necesario aclararlo, no tendría problema, pero creo que ese es el alcance. 


SEÑOR LACALLE POU.- Entiendo el espíritu; yo tengo el mismo espíritu que el oficialismo en este 
caso. 


Pero el artículo 3* dice: "(...) las sentencias respectivas o en su caso las transacciones (...), serán (...)". 
¿Quiénes serán? Las sentencias o las transacciones; esas dos serán. La información adicional no está 
abarcada por el verbo "serán", porque se refería a las transacciones y a las sentencias 


Entonces, si lo quieren arreglar, tienen que poner en el segundo inciso algún verbo que haga compulsivo el 
envío de la información adicional. 


SEÑOR ORRICO.- Considero que no es en absoluto necesario, pero para que todos quedemos 
tranquilos, el segundo inciso quedaría redactado así: "La referida Dirección se encuentra habilitada 
asimismo para exigir a los organismos respectivos, en la forma y plazos que determine la 
reglamentación (...)". Se cambia el verbo "solicitar" por el verbo "exigir". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 3”. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 4”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

—Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 5". 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR ORTUÑO.- Simplemente, quería dejar constancia de que en el artículo que acabamos de votar 
se establece una de las cuestiones que estuvo en debate y que me parece sustantiva en cuanto a las 
normas que refieren a los funcionarios públicos y a la transparencia, en la medida en que fijan con 
claridad el alcance amplio, no restrictivo, del concepto de funcionario público que va a quedar 
alcanzado por la ley, al establecerse el mismo concepto que este Parlamento votó al aprobar la llamada 
Ley Anticorrupción. Esta es una de las cosas que nos preocupa que también se pueda prevenir y 
castigar con este proyecto de ley 


Recuérdese que aquella ley, al modificar el Código Penal, establecía como concepto de funcionario público: 
"A los efectos de este Código, se reputan funcionarios a todos los que ejercen un cargo o desempeñan una 
función retribuida o gratuita, permanente o temporaria, de carácter legislativo, administrativo o judicial, en el 
Estado, en el Municipio o en cualquier ente público o persona pública no estatal". 


SEÑOR PRESIDENTE.- 
En discusión el artículo 6*. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 7”. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad 
Esta Comisión ha acordado designar como miembro informante en mayoría al señor Diputado Ortuño. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


